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Se ha venido reiterando, conforme a esta jurispru-
dencia constitucional, que el silencio administrativo 
negativo es simplemente una ficción legal que responde 
a la finalidad de que el administrado pueda acceder a la 
vía judicial superando los efectos de inactividad de la 
Administración; se ha declarado que, frente a las deses-
timaciones por silencio, el ciudadano no puede estar 
obligado a recurrir siempre y en todo caso, so pretexto 
de convertir su inactividad en consentimiento del acto 
presunto, imponiéndole un deber de diligencia que, sin 
embargo, no le es exigible a la Administración en el 
cumplimiento de su deber legal de dictar resolución 
expresa en todos los procedimientos. Bajo estas premi-
sas, este Tribunal ha concluido que deducir de ese com-
portamiento pasivo del interesado su consentimiento 
con el contenido de un acto administrativo presunto, en 
realidad nunca producido, supone una interpretación 
que no puede calificarse de razonable —y menos aún, 
con arreglo al principio pro actione, de más favorable a 
la efectividad del derecho fundamental del art. 24.1 
CE—, al primar injustificadamente la inactividad de la 
Administración, colocándola en mejor situación que si 
hubiera cumplido con su deber de dictar y notificar la 
correspondiente resolución expresa.

4. La aplicación de esta doctrina constitucional al 
presente caso conduce derechamente al otorgamiento del 
amparo interesado. Sin perjuicio de las vicisitudes proce-
dimentales en la tramitación del expediente de responsa-
bilidad patrimonial instado por la demandante, que nada 
añaden a la hora de juzgar la resolución recurrida, lo 
cierto es que la interpretación que defiende la Sentencia 
impugnada, imponiendo a la demandante la obligación 
de reaccionar en vía judicial contra la desestimación pre-
sunta por silencio administrativo negativo de su solicitud, 
so pena de convertir esa inactividad en su consentimiento 
con el acto presunto, supone una interpretación irrazona-
ble que choca frontalmente, conforme acabamos de 
recordar, con la efectividad del derecho a la tutela judicial 
efectiva sin indefensión del art. 24.1 CE, en su vertiente de 
acceso a la jurisdicción.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu-
cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por doña Antonia Cobos 
Jiménez y, en su virtud:

1.º Reconocer su derecho fundamental a la tutela 
judicial efectiva (art. 24 CE) en su vertiente de acceso a la 
jurisdicción.

2.º Anular la Sentencia de 25 de julio de 2005 de la 
Sección Primera de la Sala de lo Contencioso-Administra-
tivo del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad de 
Andalucía.

3.º Retrotraer las actuaciones al momento procesal 
oportuno para que se dicte la resolución que proceda con 
respeto al derecho fundamental reconocido.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a veintitrés de junio de dos mil 
ocho.–María Emilia Casas Baamonde.–Javier Delgado 
Barrio.–Jorge Rodríguez-Zapata Pérez.–Manuel Aragón 
Reyes.–Pablo Pérez Tremps.–Firmado y rubricado. 

 12646 Sala Segunda. Sentencia 73/2008, de 23 de 
junio de 2008. Recurso de amparo 7681-2005. 
Promovido por don José Luis Díez Maraña 
frente a la Sentencia de la Sala de lo Conten-
cioso-Administrativo del Tribunal Superior de 
Castilla y León que inadmitió su demanda con-
tra el Ayuntamiento de León sobre responsabi-
lidad patrimonial.

 Alegada vulneración del derecho a la tutela 
judicial efectiva: falta de agotamiento porque 
se presentó incidente de nulidad de actuacio-
nes al mismo tiempo que el recurso de 
amparo.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Guillermo Jiménez Sánchez, Presidente; 
don Vicente Conde Martín de Hijas, doña Elisa Pérez Vera, 
don Ramón Rodríguez Arribas y don Pascual Sala Sánchez, 
ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 7681-2005, promovido 
por don José Luis Díez Maraña, representado por la Pro-
curadora de los Tribunales doña María del Carmen Olmos 
Gilsanz y asistido por el Abogado don Enrique Arce Main-
zhausen, contra la Sentencia de 12 de septiembre de 2005 
de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal 
Superior de Castilla León, sede de Valladolid. Ha interve-
nido el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el Magistrado 
don Pascual Sala Sánchez, quien expresa el parecer de la 
Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado el 27 de octubre 
de 2005, último día del plazo de veinte días hábiles para 
interponer recurso de amparo, en la Secretaría del Juz-
gado de Instrucción núm. 24 de Madrid, en funciones de 
guardia, y con entrada en el Registro General de este Tri-
bunal el día 31 de octubre de 2005, la Procuradora de los 
Tribunales doña María del Carmen Olmos Gilsanz, en 
nombre y representación de don José Luis Diez Maraña, 
interpuso recurso de amparo contra la resolución judicial 
que se cita en el encabezamiento.

2. Los hechos en los que tiene su origen el presente 
recurso y relevantes para su resolución son, sucintamente 
expuestos, los siguientes:

a) Don José Luis Díez Maraña, mediante escrito de 10 
de marzo de 2000, instó del Ayuntamiento de León indem-
nización por los daños materiales producidos en el vehículo 
de su propiedad LE-9955-N a consecuencia del impacto en 
los bajos del mismo de un bolardo que regula el acceso 
rodado al casco antiguo peatonal de la ciudad de León, 
dando lugar al expediente administrativo 138-2000. Reci-
bida la instancia por el órgano competente, el Ayunta-
miento de León, mediante escrito del Servicio de Asuntos 
Generales, dirigió a don Enrique Arce Mainzhausen, en 
nombre de don José Luis Díez Maraña, la comunicación a 
que se refiere el artículo 42.4.2 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de régimen jurídico de las Administraciones 
públicas y del procedimiento administrativo común, esto 
es, escrito manifestando la fecha en que la solicitud ha sido 
recibida por el órgano competente, el plazo máximo nor-
mativamente establecido para la resolución y notificación 
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de ese procedimiento y los efectos que pueda producir el 
silencio administrativo.

b) Transcurridos los seis meses que tenía para resol-
ver expresamente el expediente 138-2000 y notificar su 
resolución, el día 10 de septiembre de 2000 el Ayunta-
miento de León no había dictado resolución expresa, lo 
que daba lugar a la desestimación presunta de la solicitud 
y abría la posibilidad de recurrirla en vía contencioso-
administrativa.

c) El día 2 de marzo de 2001 el recurrente solicitó 
certificación de acto presunto, que le fue librada por el 
Ayuntamiento con fecha 15 de marzo de 2001 y notificada 
el 26 de ese mismo mes y año, en la que se dice que «con-
tra el acto de silencio administrativo producido que se 
certifica en este documento, que pone fin a la vía adminis-
trativa, podrá interponerse recurso contencioso-adminis-
trativo ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo de 
Valladolid del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y 
León, dentro de los seis meses siguientes a la recepción 
de la presente notificación».

d) El día 25 de mayo de 2001 el recurrente interpuso 
recurso contencioso-administrativo ante la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de 
Castilla-León, sede de Valladolid, que lo tramitó como 
recurso núm. 913-2001 y dictó Sentencia de fecha 12 de 
septiembre de 2005 acordando inadmitirlo por extempo-
ráneo, «pues si la fecha del acto presunto desestimatorio 
es el 10 de septiembre de 2000, la extemporaneidad del 
recurso contencioso-administrativo vendría impuesta 
por el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, Regu-
ladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, a 
cuyo tenor en los supuestos de silencio administrativo el 
plazo para interponer el recurso contencioso-administra-
tivo será de seis meses y se contará, para el solicitante y 
otros posibles interesados, a partir del día siguiente a 
aquel en que, de acuerdo con su normativa específica, se 
produzca el acto presunto» (FJ 2).

Esta Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de 
Castilla y León afirma que «el Tribunal Constitucional ha 
declarado en la STC 188/2003, de 27 de octubre, que el 
silencio administrativo de carácter negativo es “una fic-
ción legal que responde a la finalidad de que el adminis-
trado pueda, previos los recursos pertinentes, llegar a la 
vía judicial superando los efectos de inactividad de la 
Administración, de manera que, en estos casos, no puede 
calificarse de razonable aquella interpretación de los pre-
ceptos legales que prima la inactividad de la Administra-
ción, colocándola en mejor situación que si hubiera cum-
plido su deber de resolver... Deducir de ese comportamiento 
pasivo –que no olvidemos, viene derivado de la propia 
actitud de la Administración– un consentimiento con el 
contenido de un acto administrativo que fue impugnado 
en tiempo y forma, supone una interpretación absoluta-
mente irrazonable desde el punto de vista del derecho de 
acceso a la jurisdicción, como contenido esencial del dere-
cho a la tutela judicial efectiva previsto en el art. 24.1 CE, 
pues no debemos descuidar que la Ley no obliga al ciuda-
dano a recurrir un acto presunto y sí a la Administración a 
resolver, de forma expresa, el recurso presentado’’. (FJ 6)».

Sin embargo, inmediatamente después dice que «esta 
doctrina constitucional sobre el silencio negativo que 
repudia cualquier interpretación que impida el acceso del 
interesado a la vía judicial, ha sido interpretada por el Tri-
bunal Supremo… [y] parcialmente corregida en las sen-
tencias de 23 de enero de 2004 y 4 de abril de 2005, en la 
primera de las cuales, dictada en un recurso en interés de 
ley, se toma como punto de partida el artículo 42.4.2 de la 
Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas 
y del Procedimiento Administrativo Común». Y en el 
párrafo siguiente sigue diciendo «la exégesis de este 
texto –afirma el Tribunal Supremo– complementada con 
la doctrina constitucional antes transcrita, obliga a con-
cluir que en tanto las Administraciones Públicas no infor-

men a los interesados de los extremos a que dicho pre-
cepto se refiere, los plazos para la interposición de los 
recursos no comienzan a correr (FJ 3 STS de 23 de enero 
de 2004), lo que, sensu contrario, debe llevar a entender 
que si las Administraciones llevan a cabo esa informa-
ción, sí comienzan a correr los plazos para la interposición 
de los recursos».

Y concluye que «acreditado (folio 12 del expediente 
administrativo) que el Ayuntamiento de León, mediante 
escrito del Servicio de Asuntos Generales, dirigió a D. Enri-
que Arce Mainzhausen, en nombre de don José Luis Díez 
Maraña, la comunicación a que se refiere el artículo 42.4.2 
de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, el 
plazo de seis meses para interponer el recurso conten-
cioso-administrativo comenzó a correr a partir del 11 de 
septiembre de 2000, que es el día siguiente a aquel en que, 
de acuerdo con el artículo 13.3 del Real Decreto 429/1993, 
de 26 de marzo, se produce la desestimación presunta, de 
modo que cuando el día 25 de mayo de 2001 se interpuso 
el recurso contencioso-administrativo, el plazo para 
hacerlo había fenecido convirtiendo, por tanto, el recurso 
en extemporáneo».

e) Contra esta sentencia don José Luis Diez Maraña 
interpone recurso de amparo el 27 de octubre de 2005. 
Paralelamente, y callándolo en la demanda de amparo, 
promovió el mismo día 27 de octubre de 2005 ante la Sala 
sentenciadora incidente de nulidad de actuaciones del 
art. 241 LOPJ, por entender que la Sentencia incurría en 
incongruencia omisiva al no resolver las cuestiones que 
habían sido objeto del petitum de la demanda, que fue 
desestimado por Auto de 5 de diciembre de 2005 en el 
que se reitera la doctrina del Tribunal Constitucional de 
que la tutela judicial se satisface con una resolución que, 
aun sin decidir el fondo del asunto, resuelva la inadmisión 
de la pretensión apoyándose en una causa legal como 
puede ser la caducidad de la acción.

3. El recurrente funda su demanda de amparo en la 
vulneración del art. 24.1 CE porque la Sentencia impug-
nada, al inadmitir por extemporáneo el recurso conten-
cioso-administrativo, vulneró su derecho a la tutela judi-
cial efectiva, en su vertiente de acceso a la jurisdicción.

La demanda de amparo, que en este punto es mera 
transcripción del fundamento jurídico sexto de la STC 
188/2003, de 27 de octubre, dice que «el silencio adminis-
trativo de carácter negativo es, entonces, “una ficción 
legal que responde a la finalidad de que el administrado 
pueda, previos los recursos pertinentes, llegar a la vía 
judicial superando los efectos de inactividad de la Admi-
nistración”, de manera que, en estos casos, no puede cali-
ficarse de razonable aquella interpretación de los precep-
tos legales “que prima la inactividad de la Administración, 
colocándola en mejor situación que si hubiera cumplido 
su deber de resolver” [SSTC 6/1986, de 21 de enero, FJ 3 c); 
204/1987, de 21 de diciembre, FJ 4; 180/1991, de 23 de sep-
tiembre, FJ 1; 294/1994, de 7 de noviembre, FJ 4; y 3/2001, 
de 15 de enero, FJ 7]. Si el silencio negativo es una institu-
ción creada para evitar los efectos paralizantes de la inac-
tividad administrativa, es evidente que ante una resolu-
ción presunta de esta naturaleza el ciudadano no puede 
estar obligado a recurrir, siempre y en todo caso, so pre-
texto de convertir su inactividad en consentimiento con el 
acto presunto, exigiéndosele un deber de diligencia que 
no le es exigido a la Administración. Deducir de ese com-
portamiento pasivo –que no olvidemos, viene derivado 
de la propia actitud de la Administración– un consenti-
miento con el contenido de un acto administrativo que 
fue impugnado en tiempo y forma, supone una interpre-
tación absolutamente irrazonable desde el punto de vista 
del derecho de acceso a la jurisdicción, como contenido 
esencial del derecho a la tutela judicial efectiva previsto 
en el art. 24.1 CE, pues no debemos descuidar que la Ley 
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no obliga al ciudadano a recurrir un acto presunto y sí a la 
Administración a resolver, de forma expresa, el recurso 
presentado».

4. Por providencia de 10 de julio de 2007 la Sala 
Segunda de este Tribunal, de conformidad con lo dis-
puesto en el art. 11.2 LOTC, acordó conocer de este 
recurso de amparo, y admitir a trámite la demanda y, a 
tenor de lo dispuesto en el art. 51 LOTC, requerir atenta-
mente al Ayuntamiento de León y a la Sección Primera 
de Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal 
Superior de Castilla León, sede Valladolid, para que en el 
plazo de diez días remitiesen certificación o fotocopia 
adverada de las actuaciones correspondientes al expe-
diente administrativo núm. 138-2000 y al procedimiento 
ordinario núm. 913-2001, respectivamente. Asimismo, 
requirió al órgano judicial para que emplazara a quienes 
fueron parte en el procedimiento, a excepción de los 
recurrentes en amparo, para que en el plazo de diez días 
pudieran comparecer en este proceso constitucional.

5. Por diligencia de ordenación de 26 de noviembre 
de 2007 la Sala Segunda de este Tribunal acordó dar 
vista de las actuaciones recibidas a la parte recurrente y 
al Ministerio Fiscal por plazo común de veinte días, den-
tro de los cuales podrían presentar las alegaciones que 
estimasen pertinentes, conforme a lo establecido en el 
art. 52.1 LOTC.

La representación procesal de la parte recurrente, 
mediante escrito que tuvo entrada en el Registro General 
de este Tribunal el día 10 de enero de 2008, presentó ale-
gaciones en las que reitera sustancialmente sus argumen-
tos de la demanda de amparo.

El día 28 de febrero de 2007 presentó sus alegaciones 
el Ministerio Fiscal, interesando la inadmisión de la 
demanda de amparo por falta del requisito de agota-
miento de la vía judicial exigido por el art. 44.1 a) LOTC y 
alternativamente, para el caso de no apreciarse este 
defecto previo, que se acceda al amparo solicitado, decla-
rando vulnerado el derecho a la tutela judicial efectiva del 
art. 24.1 CE. Advierte, en primer lugar, que el recurrente 
calla en la demanda de amparo que, en la misma fecha 
que ésta se presentó, el día 27 de octubre de 2005, pro-
movió ante la Sala sentenciadora incidente de nulidad de 
actuaciones del art. 241 LOPJ, por entender que la Senten-
cia incurría en incongruencia omisiva, ya que no resolvía 
las cuestiones que habían sido objeto del petitum de la 
demanda. Sigue diciendo que «el descubrimiento, al ser 
aportado el expediente judicial por el Tribunal Superior de 
Justicia, de la tramitación simultánea con este recurso 
de un incidente de nulidad, ya resuelto, nos tiene que 
hacer comprobar si efectivamente se ha cumplido el 
requisito del agotamiento de la vía judicial tal como exige 
el art. 44.1 a) LOTC, y ello con carácter previo, pues su 
constatación haría innecesario el pronunciamiento sobre 
el fondo del asunto» para concluir que «el recurrente, por 
decisión propia, con independencia de la procedencia o 
no del instituto de la nulidad que instó, pretendió dos res-
puestas simultáneas, lo que convierte al planteamiento 
del recurso de amparo en prematuro, debiéndose inad-
mitir por ello sin entrar a examinar el fondo del asunto».

Ahora bien, para el caso de que el Tribunal no apre-
ciase el óbice procesal mencionado y calificara la relación 
procesal como correcta por haberse cumplido todos los 
requisitos, entiende que la interpretación del cómputo del 
plazo que hace la Sentencia recurrida, además de contra-
ria a la doctrina del Tribunal Constitucional sobre el silen-
cio administrativo, que fija en parecidos términos a los 
expuestos por el recurrente, se basaría en una pretensión 
contradictoria del Ayuntamiento de León, pues, mientras 
en la certificación de acto presunto comunica al Sr. Diez 
Maraña que podrá interponer recurso contencioso-admi-
nistrativo ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo 
de Valladolid del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y 

León dentro de los seis meses siguientes a la recepción 
de la notificación de esa certificación, lo cual cumplió el 
recurrente al interponer el recurso el 25 de mayo de 2001, 
en el proceso contencioso-administrativo pidió que se 
declarase la extemporaneidad del recurso.

II. Fundamentos jurídicos

1. La demanda de amparo se dirige contra la Senten-
cia de la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Castilla 
y León, sede Valladolid, de fecha 12 de septiembre de 2005 
(recurso núm. 913-2001), por la que se inadmite el recurso 
contencioso-administrativo interpuesto contra la desesti-
mación presunta por el Ayuntamiento de León de una 
reclamación de responsabilidad patrimonial por daños 
ocasionados al vehículo del recurrente LE-9955-N.

La queja de la parte recurrente se basa en entender vul-
nerado su derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE), 
en su vertiente de acceso a la jurisdicción, al habérsele 
impedido la obtención de una resolución sobre el fondo 
de sus pretensiones con el argumento de que no impugnó 
en tiempo la desestimación presunta de la reclamación de 
responsabilidad patrimonial antedicha. Sostiene que, de 
acuerdo a una reiterada doctrina del Tribunal Constitucio-
nal, la interpretación del cómputo del plazo para recurrir 
una resolución presunta producida en virtud de silencio 
negativo adoptada por la Sentencia recurrida, que le ha 
impedido el acceso a la jurisdicción, es irrazonable y 
prima injustificadamente la inactividad de quien tiene la 
obligación legal de resolver.

Por su parte el Ministerio Fiscal, partiendo del descu-
brimiento, al ser aportado el expediente judicial por el 
Tribunal Superior de Justicia, de la tramitación simultá-
nea con este recurso de un incidente de nulidad, interesa 
la inadmisión de aquél por falta del requisito de agota-
miento de la vía judicial exigido por el art. 44.1 a) LOTC. 
Argumenta que el recurrente calló en la demanda de 
amparo que, en la misma fecha que ésta se presentó, pro-
movió ante la Sala sentenciadora incidente de nulidad de 
actuaciones del art. 241 de la Ley Orgánica del Poder Judi-
cial (LOPJ), lo que convierte al planteamiento del recurso 
de amparo en prematuro, debiéndose inadmitir por ello 
sin entrar a examinar el fondo del asunto.

De otro lado, para el caso de que este Tribunal no 
entendiese concurrente el citado defecto procesal de 
apreciación previa, el Ministerio Fiscal solicita el otorga-
miento del amparo, pues la interpretación del cómputo 
del plazo que hace la Sentencia recurrida, además de con-
trario a la doctrina del Tribunal Constitucional sobre el 
silencio administrativo negativo, se basa en una preten-
sión contradictoria del Ayuntamiento de León.

2. Antes de abordar el fondo de la cuestión plan-
teada procede examinar si en el presente caso se ha satis-
fecho el requisito del agotamiento de la vía judicial exi-
gido por el art. 44.1 a) LOTC, pues, conforme hemos 
señalado reiteradamente (por todas, STC 230/2006, de 17 
de julio, FJ 2, con abundante cita jurisprudencial), nada 
impide que este Tribunal en momento o fase procesal dis-
tintos a los previstos para la admisión de los recursos de 
amparo y, por tanto, también en el trámite de dictar Sen-
tencia, pueda examinar, incluso de oficio, los requisitos 
exigidos para la admisión a trámite del recurso y, en caso 
de comprobar su incumplimiento, dictar un pronuncia-
miento de inadmisión del amparo solicitado.

3. Pues bien, el requisito del agotamiento de la vía 
judicial exigido por el art. 44.1 a) LOTC es una condición 
de admisibilidad del recurso de amparo, que, como 
hemos afirmado en numerosas ocasiones, responde a la 
finalidad de preservar el carácter subsidiario del mismo, 
evitando que el acceso a esta jurisdicción constitucional 
se produzca per saltum, es decir, sin brindar a los órganos 
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judiciales la oportunidad de pronunciarse y, en su caso, 
remediar la lesión invocada como fundamento del 
recurso de amparo constitucional (por todas, última-
mente SSTC 59/2007, de 26 de marzo, FJ 2, y 228/2007, de 5 
de noviembre).

El examen del testimonio de las actuaciones procesa-
les recibido por este Tribunal ha puesto de relieve, como 
advierte el Ministerio Fiscal, que la presente demanda se 
ha presentado cuando aún estaba pendiente la vía judicial 
ordinaria, de suerte que debe reputarse prematura, no 
procediendo, por tanto, pronunciarse sobre las cuestio-
nes de fondo planteadas. Según lo que ha quedado 
expuesto con detalle en los antecedentes, el mismo día 
que presentaba la demanda de amparo a través de la 
Secretaría del Juzgado de Instrucción núm. 24 de Madrid, 
en funciones de guardia, el recurrente, callándolo en 
aquélla, abría una vía de impugnación paralela al promo-
ver ante la Sala sentenciadora incidente de nulidad de 
actuaciones del art. 241 LOPJ, por entender que la Senten-
cia incurría en incongruencia omisiva, incidente que fue 
desestimado por Auto de 5 de diciembre de 2005.

Todo lo relatado evidencia que en el momento de 
interponer la demanda de amparo no se habían agotado 
los medios de impugnación que el recurrente, por deci-
sión propia e independientemente de si son procedentes 
o no, había puesto en marcha dentro de la vía judicial, lo 
que confiere a la demanda de amparo la condición de 
prematura y determina, en consecuencia, que proceda su 
inadmisión, de conformidad con lo establecido en el 
art. 50.1 a) en relación con el art. 44.1 a) LOTC, y sin que, 
por lo tanto, sea necesario examinar ahora el fondo de los 
motivos en que se funda.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu-
cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Inadmitir el recurso de amparo núm. 7681-2005 inter-
puesto por don José Luis Díez Maraña.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a veintitrés de junio de dos mil 
ocho.–Guillermo Jiménez Sánchez.–Vicente Conde Martín 
de Hijas.–Elisa Pérez Vera.–Ramón Rodríguez Arribas.–Pas-
cual Sala Sánchez.–Firmado y rubricado. 

 12647 Sala Primera. Sentencia 74/2008, de 23 de junio 
de 2008. Recurso de amparo 4975-2006. Pro-
movido por doña María Paz Caballero Díaz 
respecto a la Sentencia de la Sala de lo Social 
del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía 
que, en grado de suplicación, desestimó su 
demanda contra el Ayuntamiento de Bormujos 
sobre despido.

 Vulneración del derecho a no ser discriminada 
por razón del sexo: extinción de contrato tem-
poral de una trabajadora a causa de su emba-
razo (STC 17/2003).

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, com-
puesta por doña María Emilia Casas Baamonde, Presi-
denta, don Javier Delgado Barrio, don Jorge Rodríguez-
Zapata Pérez, don Manuel Aragón Reyes y don Pablo 
Pérez Tremps, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 4975-2006, promovido 
por doña María Paz Caballero Díaz, representada por la 
Procuradora de los Tribunales doña Elisa Hurtado Pérez y 
asistida por la Letrada doña Rocío Mateo Medina, contra 
la Sentencia de 5 de noviembre de 2004 de la Sala de lo 
Social del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía (con 
sede en Sevilla), dictada en el recurso de suplicación 
interpuesto por el Excmo. Ayuntamiento de Bormujos 
contra la Sentencia de 30 de marzo de 2004 del Juzgado 
de lo Social núm. 8 de Sevilla en autos 175-2004, sobre 
despido, así como contra el Auto de 26 de enero de 2006 
de la Sala de lo Social del Tribunal Supremo que inadmitió 
el recurso de casación para la unificación de doctrina 
interpuesto contra la anterior. Ha intervenido el Ministerio 
Fiscal. Ha sido Ponente el Magistrado don Javier Delgado 
Barrio, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el día 
4 de mayo de 2006 la Procuradora de los Tribunales doña 
Elisa Hurtado Pérez, actuando en nombre y representa-
ción de doña María Paz Caballero Díaz, presentó demanda 
de amparo constitucional contra las resoluciones citadas 
en el encabezamiento.

2. Los hechos de los que trae causa la demanda, 
relevantes para la resolución del recurso, son, en síntesis, 
los siguientes:

a) La demandante de amparo prestaba servicios 
como trabajadora social para el Ayuntamiento de Bormu-
jos desde el 23 de marzo de 2000, a través de sucesivos 
contratos anuales por obra o servicio determinados, bien 
a tiempo completo o a tiempo parcial, vinculados a pro-
gramas públicos igualmente anuales en materia de servi-
cios sociales. El último de los contratos, celebrado el 1 de 
enero de 2003, fue un contrato por obra o servicio deter-
minado a tiempo parcial, transformado posteriormente, 
con efectos del 8 de septiembre de 2003, en contrato a 
tiempo completo «para el desarrollo de las actividades 
relacionadas con el plan provincial de servicios sociales 
comunitarios para el año 2003».

b) El 2 de junio de 2003 la trabajadora causó baja por 
enfermedad, por problemas relacionados con su emba-
razo, hasta el 1 de agosto de 2003; y nuevamente, el 15 de 
septiembre de 2003, hasta el 24 de enero de 2004, dando 
a luz al día siguiente.

c) Mediante carta datada el día 11 de diciembre de 
2003, la corporación municipal notificó a la actora que 
con fecha 31 de diciembre finalizaría su contrato de tra-
bajo. Unos días antes, el 11 de noviembre, dicha corpora-
ción había contratado a otra trabajadora para cubrir una 
plaza de trabajadora social.

d) La recurrente formuló demanda por despido, que 
fue estimada por Sentencia del Juzgado de lo Social núm. 
8 de Sevilla de 30 de marzo de 2004, que declaró despido 
nulo el cese de la demandante, por discriminatorio. En la 
Sentencia, el Juez de lo Social aprecia que, habiéndose 
aportado por la actora indicios razonables de discrimina-
ción por razón de sexo, la argumentación alegada en con-
trario por el Ayuntamiento demandado —la de que no 
podía renovar el contrato de la actora por el hecho de 
encontrarse ésta de baja e impedida para trabajar— era 
manifiestamente irrazonable y carente de justificación.

e) Interpuesto por el Ayuntamiento recurso de supli-
cación contra la anterior resolución, recayó Sentencia 
estimatoria de la Sala de lo Social del Tribunal Superior de 


